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Aportes de la Defensoría del Pueblo de la República Bolivariana de Venezuela, al Informe sobre la aplicación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas

Reconocimiento, Reparación y Reconciliación

Buenas prácticas y las lecciones aprendidas con relación a los esfuerzos destinados a alcanzar los fines de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Tema: Reconocimiento, Reparación y Reconciliación.
Los pueblos originarios de Venezuela
 durante el período de ocupación e invasión territorial europea (Siglos XV al XVIII aproximadamente), vivieron una serie de violaciones a sus derechos humanos que imposibilitaron el desarrollo pleno de su identidad integral (cultural, social, económica, política, etc.). Desde entonces, el problema de la tierra ha sido uno de los aspectos más relevantes de la lucha de estos pueblos para la reivindicación de sus derechos ancestrales
.  
El reconocimiento internacional de los derechos de los pueblos indígenas y la solicitud de su revitalización como parte integrante de las sociedades, abrió paso a una nueva forma de ver a dichas poblaciones. Reivindicar su dignidad, era una tarea que muchos Estados, deseaban no asumir. Sin embargo, los movimientos y las luchas continuas por lograr ser visibilizados, hicieron posible que en diversas legislaciones de América Latina, por ejemplo, comenzaran a cambiar.
En Venezuela, esto se evidenció mucho más en el proceso constituyente de 1999 que dio impulso al reconocimiento de “la existencia de los pueblos y comunidades indígenas, su organización social, política y económica, sus culturas, usos y costumbres, idiomas y religiones, así como su hábitat y derechos originarios sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida…”, (art. 119 CRBV, cursivas nuestras)
, marcando un hito no sólo de Venezuela, sino de América entera.
Hay que recordar que para los pueblos originarios, la tierra forma parte de su identidad étnica y cultural, cosmovisión, valores, espiritualidad, es donde reposan sus lugares sagrados y de culto. 

Con base en el entramado constitucional referido a los pueblos indígenas y a los fines de reconocer su dignidad, contribuir en la reparación de los abusos cometidos en períodos gubernamentales anteriores sobre las tierras indígenas y buscar el equilibrio en las actividades económicas en territorios indígenas, el Estado venezolano aprobó en 2001 la Ley de Demarcación y Garantía del Hábitat y Tierras de los Pueblos Indígenas (LDTPI), que tiene como objetivo sistematizar y regular la elaboración, coordinación y ejecución de las políticas públicas relativas a la demarcación de los hábitats y tierras indígenas en el país, y garantizarles su derecho a la propiedad colectiva (art. 1 LDTPI).  

A través de esta Ley y de todas las actividades desarrolladas para su cumplimiento, el Estado venezolano, ha entregado un total de 102 títulos de propiedad colectiva a 683 comunidades pertenecientes a 15 pueblos indígenas de los cuales cuatro títulos corresponden a pueblos completos: Yukpa, Bari, Hoti y Mapoyo, se han  titulado un total 3.280.298,72 hectáreas (Ha), beneficiando a 101.498 indígenas.
Asimismo, se han establecido otras normas que destacan la importancia de consultar a los pueblos indígenas previo a la ejecución de alguna actividad susceptible de dañar las tierras y hábitats indígenas
. 
Por ejemplo, la Ley de Bosques
, instrumento que contiene disposiciones que desarrollan derechos constitucionales de los pueblos indígenas. Entre los principios que rigen la aplicación de este instrumento, se encuentran la pluriculturalidad y multietnicidad, por lo que las actividades de desarrollo forestal deberán respetar la diversidad cultural y la pluralidad de los pueblos que conforman la nación venezolana. 

Contempla además, un conjunto de disposiciones que inciden en el ejercicio y reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, en este sentido establece en el artículo 26, el derecho a consulta previa e  informada que dispone que “todo acto administrativo para la realización de actividades forestales, que afecte los hábitat y tierras indígenas, debe ser sometido a consulta previa de las comunidades involucradas”, norma que está en plena concordancia con lo previsto en el Convenio n.° 169 OIT y la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas (LOPCI).
Igualmente, se garantiza el derecho a la participación de los pueblos y comunidades indígenas en la promoción, conservación, aprovechamiento y manejo de los bosques y el patrimonio forestal, así como, en la formulación e implementación del plan de manejo forestal como parte de los lineamientos para manejo sustentable del patrimonio forestal. Asimismo, establece el reconocimiento de los saberes tradicionales y conocimientos de los pueblos y comunidades indígenas, como parte sustantiva de la investigación forestal.
Respecto al uso del patrimonio forestal en hábitat y tierras indígenas, prevé en su artículo 105,  lo siguiente:

El uso del patrimonio forestal en espacios demarcados como hábitat y tierras indígenas, cuando no sea realizado directamente por las respectivas comunidades, debe respetar su integridad cultural, social y económica, así como garantizarles el derecho a participar en los beneficios que genere la actividad, y a ser previamente informadas y consultadas en el correspondiente estudio de impacto ambiental y sociocultural, de conformidad con los principios y normas previstos en la materia. 

Finalmente, señala en su artículo 113, que las comunidades indígenas y demás formas de organización social, podrán conformar brigadas de guardabosques que serán coordinadas por el Ministerio competente en materia de ambiente, a los fines de desarrollar labores de contraloría social sobre la gestión forestal, educación ambiental, promoción de la cultura del bosque, vigilancia preventiva y denuncia de actividades que perjudiquen el patrimonio forestal.
Por otro lado, la Ley de Semillas
, este instrumento contiene disposiciones que desarrollan derechos constitucionales de los pueblos indígenas, a través de la protección de la Agrobiodiversidad mediante la producción de la semilla indígena, la  revalorización y relegitimación de los conocimientos, saberes, creencias y prácticas tradicionales y ancestrales indígenas.
Las semillas indígenas, sus modos de producción agrícolas y sus saberes fueron  declarados de utilidad pública, así como de interés público natural y cultural  por lo que no pueden ser objeto  de registro de propiedad intelectual, ni derecho de obtentor.

Este instrumento estableció que el Estado debe garantizar la inversión y el subsidio de las actividades a las prácticas agrícolas tradicionales tales como el conuco. En este orden se reconoció la seguridad social de los agricultores y agricultoras indígenas.

Finalmente, se creó el Consejo Popular de Resguardo y Protección de la Semilla Local, Campesina, Indígena y Afrodescendiente que tiene entre sus atribuciones la formulación y ejecución de políticas públicas para el manejo, utilización, conservación, producción, investigación, formación, innovación, promoción, intercambio, comercialización y formulación de leyes y reglamentos referida a estas  semillas.

El Decreto nº 2.265
 estableció como órgano consultivo y asesor, la Comisión Presidencial de Desarrollo Ecosocialista y Salvaguarda de los derechos de los pueblos indígenas en la actividad minera, en cuyas disposiciones se promueve la participación de las comunidades indígenas en la formulación y ejecución de proyectos mineros en sus hábitats (art. 5.5).  

La Comisión Presidencial a los fines de salvaguardar los derechos de los pueblos y comunidades indígenas tiene entre sus atribuciones el promover y coordinar los mecanismos necesarios para garantizar la participación efectiva de los pueblos indígenas en la formulación ejecución de los proyectos mineros que se realicen en sus hábitats.

El Decreto Presidencial nº 2.767
, mediante el cual se crea el Parque Nacional Caura, el cual busca fortalecer una política integrada de gestión ambiental, para ampliar la protección y recuperación de sus características ecológicas, las nacientes de ríos, el reservorio de biodiversidad y la presencia de pueblos y comunidades indígenas. 

El Decreto, refirió la presencia de los pueblos indígenas Yekuana, Sanema, Hoti entre otros, estableciendo la participación de estos pueblos en la elaboración del Plan de manejo, reglamento de usos y labores de guardería de esta zona.

La Defensoría del Pueblo, reconoce estos avances importantes que ha llevado a cabo el Estado venezolano a los fines de contribuir a la dignificación de los pueblos y comunidades indígenas venezolanas.
Sin embargo, aún quedan algunos escollos por superar. Uno de ellos está vinculado con las luchas del pueblo Yukpa
 por sus tierras ancestrales, las cuales han sido consecuentemente invadidas por hacendados y ganaderos, sumado al impacto de la exploración y explotación del carbón que se sucede en la Sierra de Perijá
.  
Durante 2008, la Defensoría del Pueblo de la República Bolivariana de Venezuela, conoció el conflicto establecido entre las comunidades Yukpa de Koropo, Yushubrire, Chaktapa, Koruval y Shapta y los dueños y obreros de las haciendas Campo Alegre, Tizina, Medellín, Brasil, Paja Chiquita, Gran Chaima y Maracay, ubicadas en la parroquia Libertad (Machiques de Perijá, Zulia).
Ante este conflicto, realizó varias comisiones, así como enlaces institucionales con la Comisión Nacional de Demarcación de los Hábitat y Tierras Indígenas, Ministerio Público (Dirección General de Actuaciones Procesales), MPPPI, Instituto Nacional de Desarrollo Rural, Procuraduría General de la República y Ministerio del Poder Popular de Agricultura y Tierra, Asamblea Nacional, para atender esta delicada situación.

Se llevaron a cabo varias reuniones con las autoridades indígenas de la Sierra de Perijá, los hacendados y las instituciones señaladas. Además de reivindicar las tierras ocupadas por los hacendados como propiedad de sus ancestros, los líderes indígenas exigieron poner fin a la explotación del carbón en la zona; ratificaron nuevamente la urgencia en que se demarque sus tierras; y ratificaron su disposición a negociar con los hacendados, para lo cual solicitaron que las instituciones competentes se trasladaran a la zona.

La Defensoría del Pueblo (DdP), a través de la Defensoría Especial con Competencia en el ámbito nacional en el Área de Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas, realizó las siguientes recomendaciones:

a. Instar a la Ministra para el Ambiente, para que en su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de Demarcación, dicte las instrucciones pertinentes con la finalidad de dar celeridad al proceso de demarcación de tierras y hábitat indígenas, solicitada por los pueblos Yukpa, Bari y Wayúu de la Sierra de Perijá del estado Zulia. 

b. Solicitar al Ministerio del Poder Popular para la Defensa la adopción de las medidas necesarias para el resguardo integral, físico, material de bienes de los indígenas y demás personas involucradas en la problemática. 

c. Solicitar al Ministerio Público, la designación de fiscales especiales para la realización de las investigaciones pertinentes al caso. 

d. Instar al Ministerio del Poder Popular de Relaciones Interiores y de Justicia, para que adopte medidas para el control de actividades sobre tráfico de drogas, sicariato y otras actividades delictivas en la zona. 

En dicha ocasión, la actuación defensorial obtuvo los siguientes logros, respecto al proceso de demarcación de tierra del Pueblo Yukpa, que tuvo lista la autodemarcación de sus tierras, en espera de la elaboración de los informes técnicos. 

En 2009 la DdP realizó el seguimiento de las recomendaciones realizadas, constatando que el 7 de noviembre de 2008, la Comisión Regional de Demarcación abrió el procedimiento de solicitud de demarcación del hábitat y tierras del pueblo Yukpa. Se cumplió con la normativa procedimental, realizándose todos los estudios técnicos, jurídicos, socio-antropológicos y físico-naturales. En dichos informes se establece que el pueblo Yukpa está conformado por 13.372 habitantes pertenecientes a 131 comunidades, las cuales se encuentran distribuidas en los sectores, llamados centros piloto, de Tinacoa, Aroy, Tokuko, Neremu, Kasmera, Shirapta y Toromo. Para el desarrollo del procedimiento, la Comisión Regional de Demarcación solicitó la participación de la Defensoría Delegada del Estado Zulia, en aras de velar por el respectivo respeto de los derechos y garantías constitucionales de los pueblos y comunidades indígenas Yukpa
.

Una vez cumplidas las consultas de los informes con dichas comunidades, y aprobados por estas, el expediente fue remitido a la Comisión Nacional de Demarcación, la cual, una vez realizada la revisión y el análisis respectivo, dictó el pronunciamiento correspondiente, remitiendo dicho expediente a la Procuraduría General de la República, quien elaboró los títulos de propiedad colectiva de hábitat y tierras indígenas a los sectores de Aroy (17.882 Ha.), Shirapta (16.224 Ha.) y Tinacoa (9.804 Ha.), con lo cual fueron beneficiados 3 centros pilotos conformados por 35 comunidades indígenas Yukpa; títulos que fueron entregados el 12 de octubre de 2009.

El seguimiento y análisis hecho por la Defensoría a este proceso de demarcación, permitió identificar algunos elementos a destacar: a) Retrasos Administrativos: El pueblo Yukpa solicitó su demarcación en 2004. Sin embargo, dicho procedimiento se inició de oficio el 7 de noviembre de 2008; b) Conflictos con terceros ocupantes: Productores agropecuarios e indígenas que cohabitan en la zona; y c) El proceso de consulta no contó con la participación plena de los representantes de todas las comunidades.

De igual forma, la DdP consideró importante el trabajo que los entes gubernamentales venían realizando en atención a la población localizada en la Sierra de Perijá, fundamentalmente a través del “Plan Integral Para la Defensa, Desarrollo y Consolidación de los Municipios Fronterizos Machiques de Perijá, Rosario de Perijá y José María Semprúm del estado Zulia, Comunidades Indígenas Yukpa”, coordinado por el Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores, Justicia y Paz (MPPRIJP), así como a través de los planes y proyectos que el Ministerio del Poder Popular para los Pueblos Indígenas (MINPPPI) viene desarrollando en la zona.

Con base a las consideraciones anteriores, la Defensoría del Pueblo ha recomendado a los organismos competentes, solicitar a la Comisión Nacional de Demarcación la remisión del expediente respectivo, con la finalidad de su revisión integral y análisis respectivo, además de ratificar la participación de la DdP en el referido Plan Integral, a objeto de coadyuvar en la adecuada planificación y ejecución de los proyectos, e incidir favorablemente en la construcción de políticas públicas ajustadas a las realidades sociales y culturales de los pueblos indígenas Yukpa que habitan en la Sierra de Perijá.

Pese a ello, el 13 de octubre de 2009 se produjo un enfrentamiento entre los caciques de  las comunidades indígenas Yukpa de Guamopamocha y Chaktapa, ubicados en la Sierra de Perijá, que tuvo como consecuencia la muerte de dos indígenas y algunos heridos, además de la detención de las dos autoridades indígenas (caciques) de estas dos comunidades, por presunta participación en estos hechos. La DdP ha estado en permanente coordinación con los organismos competentes a los fines de velar por la protección de los derechos humanos de estos representantes indígenas, quienes se encuentran debidamente asistidos y representados por defensores públicos y privados.

Durante 2010 se solicitó al Parlamento Indígena de América, Grupo Parlamentario Venezolano, y a la Comisión Nacional de Demarcación, la reactivación de las “Mesas de Trabajo para la Evaluación del Proceso Nacional de Demarcación”, iniciadas en octubre de 2009 bajo la convocatoria de ambos entes, ratificando además la solicitud de incorporación de la DdP en dicha Comisión Nacional.

Por otra parte, se solicitó al Instituto Nacional de Tierras (INTI) información sobre los procedimientos que dicho organismo lleva a cabo en lo referente a otorgamiento de cartas agrarias, adjudicación de tierras y emisión de constancias de ocupación en territorios indígenas demarcados, con título de propiedad colectiva indígena o en proceso de demarcación, en virtud de la incidencia de los mismos sobre el correcto desarrollo de los procedimientos para la demarcación de esos territorios y, por lo tanto, en la garantía del derecho indígena a la propiedad colectiva de la tierra.

Plan Integral Yukpa: en el marco del seguimiento que desde 2009 se viene llevando a cabo al “Plan Integral para la Defensa, Desarrollo y Consolidación de los Municipios Fronterizos Machiques de Perijá, Rosario de Perijá y Jesús María Semprúm del estado Zulia, Comunidades Indígenas Yukpa”, coordinado por el Viceministerio de Política Interior del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justicia, se solicitó la incorporación de la Defensoría del Pueblo en las mesas de trabajo para la coordinación del Plan en aras de velar por la garantía de los Derechos Humanos de estas comunidades. En fecha 5 de febrero se convocó a una reunión para la presentación de las actividades programadas para 2010 y se solicitó dar continuidad a los proyectos contemplados dentro del plan con especial énfasis en el ámbito de salud indígena.

En este orden de ideas, en fecha 7 de septiembre se llevó a cabo una mesa de diálogo en la sede de la Defensoría del Pueblo ubicada en el Centro Financiero Latino, sobre la ejecución del Plan, con la participación de 22 autoridades legítimas de las comunidades indígenas Yukpa asentadas en el sector Toromo, municipio Machiques de Perijá del estado Zulia, quienes presentaron ante el órgano defensorial y representantes de los ministerios para los Pueblos Indígenas y Relaciones Interiores y Justicia, una serie de planteamientos con respecto a la presunta paralización de los proyectos contemplados para sus comunidades. Se acordó conformar una comisión de seguimiento por parte de las autoridades legítimas, elevar solicitud a la Vicepresidencia de la República para el desembolso de los recursos designados para la ejecución del Plan por parte de la representación del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justicia, efectuando la Defensoría del Pueblo el seguimiento de los mismos.

A tal efecto, en fecha 5 de octubre se realizó una reunión en la sede del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justicia en la cual se presentó el estatus de ejecución de los proyectos y se informó que la remisión de la solicitud a la Vicepresidencia ya había sido realizada, por lo cual se esperaba la respuesta. Visto ello, la Defensoría del Pueblo elevó recomendaciones y reiteró la importancia de dar cumplimiento a esas obras en resguardo de los derechos de las comunidades indígenas de la región
.

En 2011 la DdP ratificó las denuncias sobre la paralización del proceso de demarcación de las tierras de los pueblos indígenas Yukpa (Sectores Toromo, Neremu, Kasmera, y Tokuko) y Barí del estado Zulia, así como la falta de respuesta oportuna de sus planteamientos por parte de las instituciones competentes en la materia, las cuales se atendieron debidamente, coordinando con la Comisión Nacional de Demarcación, Ministerio del Poder Popular para Ambiente (MPPA) y MPPPI con el objeto de atender y dar respuesta a los requerimientos planteados por estos pueblos originarios.
En este orden, se ha de señalar que en el proceso de demarcación de tierras del pueblo indígena Yukpa, han surgido diversos conflictos con ocupantes indígenas Barí y Wayúu, campesinos y productores agropecuarios que se encontraron dentro de las poligonales a demarcar; así como también conflictos entre autoridades indígenas Yukpa de estos sectores. 
La DdP dentro del ámbito de su competencia realizó reuniones y mesas de diálogos con las autoridades tradicionales indígenas de estos pueblos e instituciones competentes, con la finalidad de garantizar el respeto de los derechos de las partes interesadas en el procedimiento; se realizaron actividades de promoción mediante talleres a los fines de fortalecer los derechos de los pueblos originarios, el respeto a sus culturas y en especial del derecho a la propiedad colectiva indígena.

En 2011, la Comisión Nacional de Demarcación de Hábitat y Tierras de Pueblos y Comunidades Indígenas (Cndhtpci) fue reestructurada, según Decreto Presidencial nº. 7.855, mediante el cual se establece la rectoría por parte del Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia.
Proceso judicial que involucra a autoridades de las comunidades Chaktapa y Guamopamocha del pueblo Yukpa, estado Zulia
.
Entre los casos que dio seguimiento este órgano defensorial, está el proceso penal ordinario en el que se investigó la muerte de tres personas indígenas, por lo cual estuvieron detenidos Sabino Romero y Olegario Romero, Caciques de las comunidades indígenas Chaktapa y Guamopamocha del pueblo Yukpa, estado Zulia, causa llevada por el Tribunal de Juicio Segundo de la Circunscripción Judicial del estado Trujillo. Uno de los aspectos controvertidos durante este proceso tuvo que ver con el conflicto de jurisdicción planteado por la defensa de los detenidos, alegando que los hechos debieron ser conocidos y decididos por las autoridades legítimas del pueblo Yukpa en ejercicio de la jurisdicción especial indígena, conforme a lo dispuesto en la CRBV y la LOPCI. Esta pretensión fue reiteradamente rechazada en las instancias judiciales, lo que motivó la protesta de las comunidades involucradas y el pronunciamiento de autoridades y organizaciones indígenas.

En mayo, el Tribunal de la causa dictó sentencia absolutoria al declarar a los imputados como no culpables de los delitos, en virtud que no existían elementos probatorios suficientes, otorgando en consecuencia libertad plena a las autoridades tradicionales anteriormente mencionadas, así como al ciudadano Alexander Fernández (Wayúu). Posteriormente, la DdP tuvo conocimiento que estos indígenas, fueron juzgados en junio por las autoridades indígenas tradicionales Yukpa, aplicando las normas y procedimientos propios en atención a lo estipulado en la LOPCI. En el juicio participaron siete caciques, los defensores y familiares de las partes. 
Igualmente, se permitió como observadores a representantes de universidades nacionales y organizaciones sociales. En la decisión dictada por la Jurisdicción Especial Indígena se impuso como condena, el pago a las víctimas de una indemnización de carácter pecuniario atendiendo a sus usos y costumbres.

La DdP culminó en agosto 2012 el “Informe diagnóstico sobre la garantía del derecho a la propiedad colectiva de tierra y hábitat indígena”, donde analizó las políticas públicas destinadas a garantizar este derecho, durante el período 2001-2011, proceso que está a cargo de la Comisión Presidencial denominada “Comisión Nacional de Demarcación de Hábitat y Tierras de los Pueblos y Comunidades Indígenas” (CNDHTPCI). En cuanto a los avances del proceso de demarcación, se pudo identificar que desde 2001 la CNDHTPCI otorgó un total de 43 títulos de propiedad colectiva del hábitat y tierras indígenas en beneficio de siete pueblos, los cuales no refieren a la integralidad del territorio de cada uno de ellos, sino que corresponden a diversas comunidades pertenecientes a los mismos
.

En diciembre de 2011 fueron titulados los pueblos Yukpa y Barí, ubicados en la Sierra de Perijá del estado Zulia. En tal sentido, el Ejecutivo Nacional, a los fines de garantizar la tradición legal y entrega material de las tierras ocupadas por terceros a los pueblos indígenas, se comprometió a pagar las bienhechurías de 25 fincas ubicadas dentro de los linderos demarcados.

Sin embargo, los conflictos por la tenencia de estas tierras han seguido suscitándose. El 13 de abril de 2012, Silfrido Romero y Ronald Ramos fueron encontrados sin vida. Luego, el 23 de junio, Alexander Fernández (quien había estado privado de libertad junto con el cacique Sabino Romero), José Luis Fernández y Leonel Romero, fueron presuntamente asesinados. Estos casos están siendo investigados por la Fiscalía 20 del estado Zulia y la Fiscalía 42 con Competencia Nacional.

El 5 de mayo se llevó a cabo una reunión con las autoridades Yukpa y Diputados indígenas con el objeto de conocer las diversas problemáticas de las comunidades y sobre los asesinatos de ciudadanos indígenas Yukpa. Al efecto, la Comisión levantó un acta donde se recogieron las inquietudes planteadas por las autoridades tradicionales Yukpa: 1. Solicitar a la Comisión Nacional de Demarcación la revisión y corrección de los títulos otorgados, en virtud de que éstos reconocen el derecho de terceros ocupantes, carecen de mapas físicos, y no fueron consultados, por lo que solicitaron su participación directa en la Comisión; 2. Exigir el pago de las bienhechurías a los ganaderos que se encuentran dentro de las poligonales demarcadas, y 3. La investigación de los homicidios y el cese de la campaña de desprestigio contra el Cacique Sabino Romero.

En octubre, varios colectivos yukpa tomaron la hacienda Medellín, que se encuentra en la lista para ser indemnizada. La acción generó varios heridos, entre los que se encontraban dos mujeres yukpa; Zenaida Romero (hija de Sabino Romero) y María (apellido desconocido), así como ocho personas no indígenas, todos con heridas que no ameritaron hospitalización. 
Al respecto, la DdP coordinó acciones con la Vicepresidencia Ejecutiva de la República, a los fines de conocer el status de los trámites administrativos para la indemnización de las fincas recuperadas por el Ejecutivo Nacional. El mismo se encuentra en proceso de verificación de las órdenes administrativas para su ejecución.
Finalmente, representantes del pueblo Yukpa se trasladaron a la ciudad de Caracas, el 8 de noviembre, para requerir a los organismos competentes la celeridad de los trámites administrativos para la cancelación de las bienhechurías de las referidas fincas, conocer el status de las investigaciones por parte del Ministerio Público sobre las muertes de los yukpa y para (exigir) la reestructuración de la figura de los “Caciques Mayores”.

En tal sentido, la DdP formó parte de la comisión interinstitucional que atendió estas peticiones, en la cual el MPPPI se comprometió a revisar y respetar, conjuntamente con los pueblos indígenas, la forma de organización política indígena con base a sus tradiciones y a la LOPCI, y a evaluar con la Vicepresidencia Ejecutiva, la incorporación de beneficios sociales con proyectos socio-productivos y la indemnización correspondiente conforme a la ley. 
Por su parte, el Ministerio Público se comprometió a continuar la investigación penal de las muertes ocurridas en la Sierra de Perijá, mientras que la DdP evaluará el cumplimiento de los compromisos asumidos.
Asesinato del Cacique Yukpa  Sabino Romero Izarra

El 03 de marzo de 2013, es asesinado el cacique Yukpa, Sabino Romero Izarra, el hecho ocurrió en el municipio Machiques de Perijá, estado Zulia, cuando el líder indígena, se retiraba de las elecciones de caciques mayores del sector Tokuko, en el mismo acto resultó herida su esposa, Lucía Martínez.
La DdP al día siguiente, se trasladó a la zona, donde se entrevistó con familiares, testigos, autoridades competentes y participó en reunión con autoridades tradicionales, la Ministra del Poder Popular para los Pueblos Indígenas, el Gobernador de la Entidad y funcionarios del Ejercito Nacional Bolivariano, en la que se acordó conformar una comisión, la cual se reunió en Caracas con el Canciller de la República a los fines de abordar las diversas problemáticas, especialmente la relacionada con la tenencia de la tierra, pago de las bienhechurías ubicadas dentro de las poligonales demarcadas y tituladas de las tierras del pueblo Yukpa y la muerte del Cacique Sabino.  

Producto de esta reunión, el Ejecutivo Nacional canceló entre los meses de julio-agosto 28 fundos que ocupaban 14.001,01 hectáreas de los territorios demarcados al pueblo Yukpa, para lo cual hizo una inversión de Bs. 138.998.124,16
. 

En este contexto, la DdP en el marco de sus competencias, ha estado realizando seguimiento al caso de la muerte del Cacique Sabino Romero, ante el Ministerio Público (MP), en este sentido podemos informar que la causa fue llevada por el Fiscal 76º con Competencia Nacional, con sede en Maracaibo, estado Zulia, con protocolo de apertura de investigación nº RP-91058.2013, autopsia de ley, declaración de los testigos, diversas experticias técnicas, allanamientos en Machiques y Tokuko, investigaciones telefónicas.

El Ministerio Público, solicitó medidas de protección para los familiares del cacique Sabino Romero Izarra, la cual fue acordada por el Tribunal 1° de Control de esa jurisdicción. Las medidas consisten en el apostamiento policial permanente y en brindar asistencia de toda índole a los familiares de Sabino.

El 07 de abril, la causa fue asignada al Fiscal nº. 38 con Competencia Nacional, con sede en Caracas, para la continuación de la investigación.  El 04 de julio, el MP logró privativa de libertad al presunto autor material de la muerte del cacique, el señor Ángel Romero Bracho.
En la audiencia de presentación, los Fiscales 24° y 38° con Competencia Nacional, respectivamente, realizaron la imputación, por la presunta comisión de los delitos de sicariato y asociación para delinquir. Asimismo, fue imputado por presuntamente incurrir en el delito de lesiones personales en perjuicio de Lucía Martínez de Romero, pareja del dirigente indígena.

Una vez evaluados los elementos de convicción expuestos por los representantes del MP, el Tribunal 14° de Control del Área Metropolitana de Caracas (AMC) dictó medida privativa de libertad. El presunto autor material permanece recluido en la Unidad Especial de Apoyo a la Investigación del Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas (CICPC), ubicada en la parroquia San Agustín de Caracas.

En agosto, en relación a la misma causa, el MP solicitó privativa de libertad a cinco personas, las mismas fueron imputadas por presuntamente incurrir en los delitos de sicariato, asociación para delinquir e incurrir en delito de lesiones personales en perjuicio de Lucia Martínez. El  Tribunal 14 de Control del AMC, admitió la acusación y los medios de prueba aportados por los fiscales 24° y 38° con Competencia Nacional y ordenó su enjuiciamiento. Al cierre del presente informe, estas personas se encuentran recluidas en la Unidad Especial de Apoyo a la Investigación del CICPC.

En este caso, la DdP recomendó al Estado, tomar medidas urgentes para garantizar el derecho a la vida y a la integridad física de las partes en conflicto, en la Sierra de Perijá, estado Zulia.
Seguimiento al asesinato de Sabino Romero

La DdP en el marco de sus competencias, ha estado realizando seguimiento al caso de la muerte del Cacique Sabino Romero, ante el Ministerio Público (MP), en este sentido podemos informar que el 15 de agosto de 2014, se llevó a cabo audiencia de apertura de Juicio Oral y Público, seguida en contra de los ciudadanos Giovanni Delgado, John Petit, Delvis Cárdenas, Rigoberto Socorro, Eusquides Derizan, (Funcionarios de la Policía municipal de Machiques estado Zulia), donde los mismos se acogieron al procedimiento por Admisión de Hechos, establecido en el Código Orgánico Procesal Penal, siendo condenados a cumplir la pena de siete años, por la comisión de los delitos de cómplice no necesario de homicidio calificado.

Por su parte, el acusado Ángel Romero Bracho, no se acogió al referido procedimiento, y al cierre del presente informe, continúa en plena fase de Juicio Oral y Público, por la presunta comisión de los delitos de Sicariato, establecido en la Ley Orgánica Contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo.

Ataque al hijo de Sabino Romero, Silverio Romero

El 4 de enero de 2014, es herido el ciudadano Silverio Romero, ante este hecho, la DdP el 6 de enero se trasladó al Hospital Dr. Pedro Iturbe (General del Sur), a los fines de verificar su estado de salud.

El médico tratante manifestó que dicho ciudadano ingresó el cuatro de enero de 2014, con herida de arma de fuego “Escopeta”, en la zona del cuerpo intercostal derecha superior. La comisión defensorial, se entrevistó con Silverio Romero, y pudo observar la presencia de Cuerpos de Seguridad del Estado (Milicia Bolivariana, Policía Bolivariana del estado Zulia, Policía Nacional Bolivariana, Guardia Nacional Bolivariana), para preservar la integridad física, tanto al ciudadano Silverio Romero, como a Lucia Martínez (madre Silverio y viuda de Sabino Romero).

A través del seguimiento realizado por la DdP, ante el Ministerio Público, podemos informar la designación del Fiscal Cuarto del estado Zulia, para investigar los hechos ocurridos en el sector el Tokuko, parroquia Libertad de Machiques de Perijá, donde fue herido Silverio Romero. En tal sentido, el fiscal designado coordinó las experticias y diligencias de investigación que son realizadas por funcionarios del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, orientadas a determinar las responsabilidades penales derivadas del hecho
.

Durante 2015 la DdP continuó haciendo seguimiento al caso de la muerte del dirigente indígena Cacique Sabino Romero Izarra. En este sentido, se conoció que luego de un año de juicio, el 14 de agosto de 2015, fue condenado a 30 años de prisión el ciudadano Ángel Romero Bracho por su autoría material en el asesinato por Encargo al Cacique y dirigente indígena del pueblo Yukpa, ocurrida el 03 de marzo del 2013, en el sector el Tokuko, parroquia Libertad de Machiques de Perijá, estado Zulia.

Durante el juicio, el Fiscal 38° Nacional Auxiliar, ratificó la acusación contra Romero Bracho por la comisión de los delitos de sicariato y asociación para delinquir. Igualmente, fue acusado por causar lesiones personales a la pareja del dirigente indígena.

En ese sentido, el Tribunal 17º Itinerante de Juicio del Área Metropolitana de Caracas (AMC), tras evaluar las pruebas presentadas por el Fiscal del Ministerio Público, dictó la pena máxima permitida (30 años) contra el mencionado ciudadano, quien cumplirá su pena en el Centro Penitenciario Metropolitano Yare III, ubicado en el estado Miranda.

De igual forma, resultaron condenados a diez años de prisión los ciudadanos Rigoberto Socorro, Jhon Petit, Eusquides Derizan, Delvis Cárdenas y Giovanny Delgado, quienes admitieron haber incurrido en los delitos de homicidio calificado en grado de complicidad correspectiva, lesiones personales en detrimento de la pareja de Sabino Romero, así como asociación para delinquir
.

La Defensoría del Pueblo ha seguido trabajando en la promoción, defensa y vigilancia de los derechos humanos de los pueblos indígenas de todo el territorio nacional. 

En tal sentido, y en coordinación con diferentes organizaciones indígenas de los estados Anzoátegui, Amazonas, Monagas, Bolívar, Delta Amacuro y Zulia presentó en 2018, a la Asamblea Nacional Constituyente algunas propuestas para el fortalecimiento del capítulo de los Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas en la Constitución.

De esta manera, se propuso la reformulación de  seis artículos del texto constitucional
 y la incorporación de cuatro nuevos artículos
 referidos a la progresividad de los derechos humanos de los pueblos originarios. Se resaltó la importancia de la transversalización del derecho a la educación, la participación y la incorporación del enfoque intercultural.

Asimismo, se hizo énfasis en la demarcación y titulación de los territorios indígenas y el reconocimiento del uso y aprovechamiento de los recursos naturales presentes en estos, sin que sean sancionados por esa causa; a la consulta y aprobación por ellos en caso de aprovechamiento de los recursos naturales en los hábitats indígenas por parte del Estado.
Del mismo modo, se incluyeron las propuestas en relación a la obligación del Estado de fomentar la valoración y difusión de las manifestaciones culturales de los pueblos indígenas en todo el sistema educativo nacional, así como, la  difusión  y promoción de la Constitución, leyes y elementos de la cultura de cada pueblo indígena en su idioma originario para el disfrute y conocimiento de toda la población. Igualmente, se recomendó incorporar la enseñanza de los idiomas indígenas en todos los niveles y modalidades del sistema educativo. 
Finalmente, esta Institución Nacional de Derechos Humanos propuso que el Estado vele porque las comunidades indígenas en aislamiento o en contacto inicial, no sean  afectadas por personas u organizaciones  civiles, religiosas y políticas ajenas a estas, haciendo respetar y valer los derechos ancestrales de esas comunidades.
� De acuerdo con el XIV Censo de Población y Vivienda 2011, la población que se auto reconoce como indígena en la República Bolivariana de Venezuela, fue de 724.592 personas, lo que representó el 2,7% de su población total en dicho período. La población indígena venezolana, se concentra principalmente en los estados Zulia (61,2%), Amazonas (10,5%), Bolívar (7,5%), Delta Amacuro (5,7%), Anzoátegui (4,7%), Sucre (3,1%), Monagas (2,5%), Apure (1,6%), Nueva Esparta (0,3%), Lara (0,3%).


Los Pueblos Indígenas existentes e identificados son: baniva, baré, cubeo, jivi (guajibo), hoti (hodi), kurripaco, piapoco, puinave, sáliva, sanemá, wotjuja (piaroa), yanomami, warekena, yabarana, yekuana, mako, ñengatú (yeral), kari´ña, cumanagoto, pumé (yaruro), kuiba, uruak (arutani), akawayo, arawako, eñepá (panare), pemón, sape, wanai (mapoyo), warao, chaima, wayuu, añú (paraujano), barí, yukpa, japréria, ayaman, inga, amorua, timoto-cuicas (timotes) y guanono (Disposición final de la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas). 


� Ver: Caballero Arias, Hortensia. (2007). La Demarcación de Tierras Indígenas en Venezuela. Revista Venezolana de Economía y Ciencias Sociales, 13(3), 189-208. Recuperado en 15 de febrero de 2019, de http://www.scielo.org.ve/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1315-64112007000300013&lng=es&tlng=es.


� La legislación nacional en materia indígena y temas concurrentes es del todo amplia. Entre ella, se destacan: la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas (Gaceta Oficial 38.344, 27 de diciembre de 2005), y la Ley de Idiomas Indígenas (Gaceta Oficial 38.981, 28 de junio de 2008).


� Cabe destacar que la CRBV establece en su artículo 120 que “El aprovechamiento de los recursos naturales en los hábitats indígenas por parte del Estado se hará sin lesionar la integridad cultural, social y económica de los mismos e, igualmente, está sujeto a previa información y consulta a las comunidades indígenas respectivas. Los beneficios de este aprovechamiento por parte de los pueblos indígenas están sujetos a esta Constitución y a la ley”. Por su parte, la LOPCI establece que: “Toda actividad susceptible de afectar directa o indirectamente a los pueblos y comunidades indígenas, deberá ser consultada con los pueblos y comunidades indígenas involucrados. La consulta será de buena fe, tomando en cuenta los idiomas y la espiritualidad, respetando la organización propia, las autoridades legítimas y los sistemas de comunicación e información de los integrantes de los pueblos y comunidades indígenas involucrados, conforme al procedimiento establecido en esta Ley.” (art. 11 LOPCI). De igual forma, señala en su artículo 12 una prohibición expresa de ejecución de actividades en el hábitat y tierras de los pueblos y comunidades indígenas que afecten grave o irreparablemente la integridad cultural, social, económica, ambiental o de cualquier otra índole de dichos pueblos o comunidades. También, establece un procedimiento para llevar a cabo una consulta previa en torno a actividades o proyectos, estableciendo una previa aprobación en Asambleas, lapsos, forma de presentar, reuniones previas, asambleas, acuerdos y respeto de las autoridades legítimas. En tal sentido ante la inconformidad de las comunidades indígenas por la ejecución de un programa o proyecto la LOPCI, señala la posibilidad de recurrir en contra de ellas mediante la Acción de Amparo Constitucional, además de poder solicitar la nulidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas por el Estado cuando los proponentes o encargados de la ejecución del proyecto, violen lo acordado con los pueblos y comunidades indígenas involucrados (art. 19 LOPCI).


� GACETA OFICIAL 40.222,  06 de agosto 2013.


� GACETA OFICIAL 6.207 Extraordinario, 28 de diciembre 2015.


� GACETA OFICIAL 40.864, 08 de marzo 2016.


� GACETA OFICIAL 41.118,  21 de marzo de 2017.


� Los Yukpa, son un pueblo indígena de filiación Caribe que habita partes de la Sierra de Perijá, la Serranía de Valledupar y la Serranía de los Motilones, territorio que forma parte de la frontera colombo-venezolana entre las latitudes 9°40’ y 10°35’ norte. En Venezuela se les conoce como yukpa (yupa) y en Colombia como yuko (yuco). Los yukpa venezolanos ocupan los márgenes occidentales de los municipios Rosario de Perijá y Machiques de Perijá, en el estado Zulia, y los yuko colombianos los confines orientales de los departamentos de la Guajira y del Cesar. Vale subrayar que los yukpa son el único pueblo de origen Caribe que habita en el noroeste de Venezuela.


� Ver: DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2008. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/IA2008DP.pdf>. pp. 59-60.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2009. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/IA2009DP.pdf>. pp. 63-64.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2010. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/IA2010DP.pdf>. pp. 83-84.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2011. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/IA2011DP.pdf>. pp. 140-144.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2012. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/IA2012DP.pdf>. pp. 183-185.


� MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA Y TIERRAS. Dirección Regional del estado Zulia.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2014. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/IA2014DP.pdf>. pp. 218-219.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Anual 2015. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/informes_anuales/INFORME_ANUAL_2015.pdf>. p. 313.


� Art.119 referido al reconocimiento de los pueblos indígenas, art. 120 relacionado al aprovechamiento de los recursos naturales en tierras y hábitat indígenas, art.121 participación y educación, art. 128 con ordenamiento del territorio, protección ambiental , consulta previa e informada, art. 169 municipios indígenas, art.260 Jurisdicción especial indígena.


� Los cuatro nuevos artículos desarrollan los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento relativo o contacto inicial, el derecho de los pueblos indígenas al acceso a los medios de comunicación, el deber del Estado de impartir los idiomas indígenas en todos los niveles de educación y una disposición transitoria donde se amplía la protección al uso y goce de las tierras indígenas hasta que se concluya el proceso de demarcación. 
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